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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá D.C., Trece (13) de abril de dos mil once (2011)

Magistrado Ponente: Doctor JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO.

Radicación No. 760011102000200701336 01/1966F
Aprobado según Acta No. 037 de esta misma fecha

OBJETO DE LA DECISIÓN

Negada la ponencia al Doctor Jorge Armando Otálora Gómez, en Sala 35 del 6 de abril de 2011, entra a resolver éste despacho por vía de apelación, el fallo proferido el 17 de enero de 2011, proferido por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca
, por medio del cual sancionó con suspensión en el ejercicio del cargo, por un (1) mes al doctor VÍCTOR FLOVER ORTÍZ MONGUÍ, en su calidad de Juez Primero Penal del Circuito de Cali, por haberlo hallado responsable disciplinariamente de transgredir los deberes consagrados en la Ley 270 de 1996, artículo 153 numerales 1º, 2 y 15, a título de culpa grave; y absolvió al doctor ORLANDO DE JESÚS PÉREZ BEDOYA en calidad de Juez 7º Penal del Circuito de Cali, de no ser por que se encuentra una causal de nulidad que invalida lo actuado. 
HECHOS

El origen de la presente investigación se originó en la expedición de copias ordenada por la Sala Penal del Tribunal Superior de Cali, en providencia proferida el 31 de agosto de 2007, en donde dispuso declarar la prescripción de la acción penal que se adelantaba por los delitos de homicidio culposo y lesiones personales culposas, a favor del señor WILLIAM EDUARDO GALLO GIL (fl. 142); al mismo tiempo que ordenó investigar a los funcionarios que conocieron del asunto y omitieron obrar con celeridad, tal y como se indica a folio 141. 

ACTUACIÓN PROCESAL

- En virtud de la expedición de copias, el Seccional de Instancia, mediante proveído de fecha 18 de octubre de 2007, ordenó la apertura de la indagación preliminar, donde decretó pruebas para esclarecer los hechos. (v. fl. 146). Dentro de dicha etapa se allegó por parte del investigado, escrito contentivo de sus explicaciones frente al asunto, los antecedentes disciplinarios del funcionario, se acreditó la calidad de funcionario y se aportaron los certificados salariales. (v. fl. 161 a 169)

- De acuerdo con lo anterior, el a quo consideró pertinente iniciar la respectiva investigación disciplinaria en contra de los doctores ORTÍZ MONGUI y PÉREZ BEDOYA, mediante auto del 27 de octubre de 2009, solicitando las pruebas pertinentes y se hicieron las advertencias de ley (art. 155 de la Ley 734 de 2002). (v. fls. 170 y 171)

Dentro del decurso de esta etapa, los disciplinados fueron notificados por edicto, por lo que el doctor Víctor Flover Ortíz Monguí, presentó escrito contentivo de sus exculpaciones, en donde hace un recuento del trámite del proceso penal que originó el presente asunto y posteriormente indica que en virtud del acuerdo PSAA053445 del 2 de Junio de 2006, el Consejo Superior de la Judicatura – Sala Adminisrativa, adoptó medidas para implementar el sistema acusatorio, ordenando en su numeral 1º la incorporación del Juzgado a su cargo, a dicho sistema, siendo necesario repartir la carga existente y porn ende ordenando la remisión de la actuación penal a la Oficina de Apoyo judicial de la Dirección Seccinal Administrativa de Cali, con el objeto que fuera repartido  a uno de los Juzgado Penales del Circuito en depuración, correspondiéndole su conocimiento al Juzgado 7º Penal del Circuito, quien avocó el conocimiento el 2 de agosto de 2006. 

Sostiene que mientras estuvo a su cargo el proceso penal, ejecutó todas las diligencias correspondientes, siendo ajeno a cualquier consideración de negligencia o morosidad; además que pese a que su despacho era uno de los mas antiguos, su rendimiento y eficiencia recibieron las máximas calificaciones del Consejo Superior y cuando fue trasladado al sistema penal acusatorio, fue el estrado judicial que menos procesos envió a depurar. Por último, que el proceso se remitió a los Juzgado de depuración a punto de fallarse, un año antes de su prescripción, y el motivo para él no alcanzarlo a resolver, fue porque había en la lista 39 procesos a despacho para fallo, siguiendo estrictamente orden de entrada.  

PLIEGO DE CARGOS

Allegadas las pruebas decretadas y al considerar que ya existían suficientes fundamentos para tomar una decisión respecto de proferir o no pliego de cargos, mediante proveído del 11 de febrero de 2011, se dispuso imputarle cargos a los disciplinados, en su condición de Jueces Primero y Séptimo9 Penales del Circuito de Cali, por infracción a los deberes descritos en los numerales 1º, 2º, y 15  del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, faltas consideradas como grave a título de culpa. 

Lo anterior al considerar que “La anterior conducta de los servidores públicos se deja ver con claridad, tal como lo señala la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial del Cali, cuando después de que la Fiscalía Veinte Seccional de este lugar, profiriera el 16 de febrero del año 2001, resolución acusatoria en contra del sindicado William Eduardo Gallo Gil, como presunto responsable de los delitos de Homicidio y lesiones personales culposas, decisión que fue confirmada por la Fiscalía la confirmó el 2 de agosto del año 2002, siendo avocadas las diligencias para dar inició a la etapa de juzgamiento por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Cali, el 13 de Agosto de dicha anualidad, despacho que celebró la audiencia preparatoria el 2 de octubre del año aludido e intentó en varias oportunidades (12 de noviembre de 2002, 12 de Mayo de 2003, 26 de Abril de 2005, 13 de Febrero de 2006) la celebración del acto público de juzgamiento sin poder llevarla a cabo, lo que vino a hacer solo hasta el 10 de Marzo del año 2006, pasando luego las diligencias al Juzgado Séptimo Penal del circuito de la ciudad-despacho de descongestión- que recibió el expediente el 2 de Agosto de 2006 y finalmente profirió la sentencia el 30 de marzo de 2007. 

Como se refleja claramente, aunque existan circunstancias que impliquen la ocupación del tiempo de los servidores públicos en menesteres atinentes a su despacho, lo cierto es que el titular del Juzgado Primero Penal del Circuito de la ciudad, procedió de manera desacelerada en la celebración del acto público de juzgamiento pues, nótese que desde el año 2002 venía fijando las fechas con tal finalidad solo que, las mismas difieren en un año sucesivamente hasta que finalmente la efectúo el 10 de marzo de 2006. Lo anterior se traduce en que tardó más de cinco (5) en la celebración de la audiencia pública, hecho cuestionable que deja sin piso atender súplicas con la del cúmulo de trabajo por la pesada carga laboral que sostenían los Juzgados Penales del Circuito de la ciudad. 

(…)

En este orden de ideas, no cabe aceptar las exculpaciones del servidor público, en el sentido de que la mora se produjo por hechos ajenos a su voluntad, a los aplazamientos de la Fiscalía y la defensa ya que, tuvo tiempo suficiente para adelantar la audiencia y ello contribuyó de manera notable en que el tiempo transcurriera y que luego diera paso a sumarse para la prescripción de la acción penal. 

Ello constituye sin hesitación alguna, una actuación y omisión contraria a los deberes ya mencionados, mismas que se extendieron para el Juez Primero Penal del Circuito de Cali, hasta el mes de Agosto del año 2006 y para el Juez Séptimo Penal del Circuito, desde dicho mes y año hasta el 31 de Julio de 2007, cuando fue recibido el expediente en el Tribunal Superior de este Distrito Judicial a efecto de resolver sobre la apelación interpuesta contra la sentencia.”

- Después de proferido el pliego de cargos, el Doctor Pérez Bedoya, presentó el 8 de marzo de 2010 los descargos, sosteniendo en resumidas cuentas que la mora a él imputada no puede ser calificada como injustificada, explicando los fundamentos de su dicho. (v. fls. 216 a 224)

- Por su parte el A quo, en virtud a que se decretaron y allegaron las pruebas solicitadas por el doctor Pérez bedoya y al no encontrar ninguna solicitud por el doctor Ortíz Monguí, procedió a dar cumplimiento a lo preceptuado en el numeral 8º del artículo 92 de la ley 734 de 2002, corriendo el respectivo traslado a las partes para alegar de conclusión. (v. fl. 280) 

Dentro del término concedido, el Ministerio Público allegó su concepto de fondo, esgrimiendo en resumidas cuentas que se debe entrar a absolver al investigado Orlando de jesús Pérez Bedoya, por cuanto “si bien existe una mora – en sentido objetivo- en la tramitación del proceso, la misma se encuentra debidamente justificada”. En lo referente al querellado Víctor Flover Ortíz Monguí, indica que se debe entrar a condenarlo, pues sus medios de defensa no alcanzan a exonerarlo de la trasgresión al deber imputado como lesionado, por cuanto “no se puede concebir que para la realización de una audiencia pública deje transcurrir casi cuatro (04) años, interregno que a la postre resultó contrario a los principios de celeridad y eficacia siendo entonces puntual y necesario considerar que la trasgresión al mandato encasillado en el numeral 15 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia”

De igual forma el inculpado Ortíz Monguí, presentó sus alegaciones, reiterando lo expuesto en sus exculpaciones y agregando que si bien existió una mora de casi cuatro año, ella obedeció a la necesidad de garantizar los derechos fundamentales del inculpado ante la reiterada renuncia de los apoderados del procesado, por tanto dicho término no puede ser contabilizado de forma objetiva, sino ponderando las diversas razones que justifican dicho periodo. 

INDIVIDUALIZACIÓN FUNCIONAL E IDENTIFICACIÓN DEL FUNCIONARIO

Para el caso que ocupa la atención de la Sala se trata del doctor VÍCTOR FLOVER ORTÍZ MONGUÍ, identificado con la cédula de ciudadanía No. 16.624.231, en su condición de Juez Primero penal del Circuito de Cali
.
PRUEBAS

Se encuentran reseñados en el expediente los siguientes medios de convicción:

1. Certificado de antecedentes disciplinarios expedido por la Procuraduría General de la Nación, en donde se encuentra una sanción de multa de 11 días proferida por la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca el 2 de febrero de 2005, y confirmada por ésta Colegiatura el 04 de mayo de 2006, con efectos desde el 12 de junio de 2006 (v. fl. 161). 

2. Acta de posesión del doctor Víctor Flover Ortíz Monguí, en el cargo de Juez Primero Penal del Circuito de Cali, desde el 5 de marzo del año 1990

3. Constancia de sueldos del disciplinado Ortíz Monguí, emanadas de la Dirección Seccional de Administración Judicial del Valle del Cauca (v. fl. 170)

4. Certificado de antecedentes disciplinarios proferido por la secretaría de esta Colegiatura, en donde se encuentra una sanción por multa de 11 meses (folio 178).

5. Copias de los formatos de calificación de o evaluación integral de servicios de jueces de la república, allegadas por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca (. V. fls. 186 a 204)

FALLO DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante providencia de fecha 17 de enero de 2011, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, profiere sentencia sancionando con suspensión en el ejercicio del cargo por el término de un mes al doctor VÍCTOR FLOVER ORTÍZ MONGUÍ en su calidad de Juez Primero Penal del Circuito de Cali, por hallarlo responsable disciplinariamente de transgredir los deberes descritos en los numerales 1º, 2º y 15 del artículo 153 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, incurriendo a título de culpa grave. Por su parte Absolvió al doctor ORLANDO DE JESÚS PE´REZ BEDOYA en calidad de Juez Séptimo Penal del Circuito de Cali.

La Sala a-quo, consideró respecto del investigado sancionado que: 

 “no puede justificarse como lo sostiene el disciplinado en la renuncia al poder por parte de los abogados, que en la primera oportunidad, dice tuvo lugar el 5 de mayo de 2003, pocos días de citada la audiencia pública, superándose la circunstancia al presentar nuevo poder el 4 de junio de ese año al mismo abogado. La segunda renuncia se presentó el 13 de febrero de 2006 que se comunicó al procesado el mismo día, el 1º de marzo se presentó nuevo poder”

Del mismo modo indicó el Seccional de Instancia que:”sí para el 4 de junio de 2003 ya el procesado contaba con defensor, por qué hace la citación para el 26 de abril de 2005, sin que existiera otra razón para mantener en suspenso la actuación como ocurrió en el presente caso, verificándose entonces de ésta manera una dilación injustificada de parte del funcionario responsable en el momento del asunto, dejando el caso en ese estado al viajar en comisión de estudio realizando el impulso la funcionaria que realizó el reemplazo”. Finalmente sostuvo que “cumplido el acto procesa de la audiencia, pasó el expediente al despacho para dictar sentencia y hasta el mes de julio estuvo en su poder, claro sin establecerse la fecha exacta en la que se presentó el cierre del juzgado para pasar al sistema acusatorio. El funcionario contó con un término razonable para dictar sentencia sin que así hubiera procedido para ello, argumentando en su favor un cese de actividades promovido por el sindicato, hechos que no pueden ser considerados como justificación para esta Sala, ya que como lo ha definido la Corte Constitucional, carecen de fundamento legal los paros en la administración de justicia y en consecuencia mal pueden servir de soporte para la omisión de los deberes funcionales a cargo del juez”, sin que pueda justificar su omisión aduciendo que – en pretéritas oportunidades- su desempeño laboral se calificó en forma satisfactoria. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer de las decisiones proferidas por las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura, de conformidad con lo establecido en el numeral 3 del artículo 256 de la Constitución Política y  112 numeral 4 de la Ley 270 de 1996 (Estatutaria de la Administración de Justicia).

2. Es menester de esta Sala argüir, que si bien, en la sentencia de primer grado no se cerró en debida forma los numerales 1 y 15 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 “tipos en blanco”, lo que podría pensarse en la configuración de una nulidad, también lo es que se evidencia que estamos en un concurso aparente de faltas y la responsabilidad se encamina al incumplimiento del deber previsto en el numeral 2º del artículo 153 ibídem, por el cual también se sancionó al funcionario, en tanto el Juez no resolvió dentro de los términos previstos en la ley el asunto que le fue encomendado, siendo esta la conducta más adecuada a este precepto (num 2º) y que guarda mayor riqueza descriptiva, lo que conlleva a que los numerales antes referidos, queden subsumidos en aquel, sin que sea pertinente hablarse de una nulidad, más aún que se trata de dos tipos abiertos que el Seccional de instancia no los cerró adecuadamente y porque dado el caso se podría presentar el principio del non bis in idem.

Máxime lo anterior, sería inane entrar a decretar una nulidad, a sabiendas que cuando se subsane la presunta falencia, los numerales 1 y 15 de la norma precitada, reiterase, se subsumen en el deber consagrado en el numeral 2º ibídem, por el cual fue sancionado el doctor VÍCTOR FLOVER ORTÍZ MONGUÍ, por lo que atendiendo a los principios de economía procesal, celeridad y en aras de evitar mayores traumatismos tanto al aparato judicial como a las partes, no es pertinente decretar una invalidez de la actuación.

Previo a abordar el análisis del material probatorio allegado al plenario, la Sala parte del principio según el cual, la manifestación de la potestad sancionadora del Estado, se concreta en la posibilidad de desplegar un control disciplinario sobre sus servidores, dada la especial sujeción de estos a él, en razón de la relación jurídica surgida por la atribución de una función jurisdiccional. De esta manera se pretende que, el cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se realice dentro de una ética del servicio público, con sujeción a los principios de moralidad, eficacia y eficiencia que deben caracterizar sus actuaciones. 

En este orden de ideas en el derecho disciplinario funcional, la falta siempre supone la existencia de un deber, cuyo olvido, incumplimiento o desconocimiento trae como consecuencia la respuesta represiva del Estado.  

De lo anterior se deduce que lo que genera el reproche del Estado al servidor judicial no es propiamente la voluntad de lesionar intereses jurídicos tutelados, sino los comportamientos que impliquen cumplimiento incompleto y defectuoso de los deberes de cuidado y eficiencia que se le encomiendan. 

Es así como el artículo 196 de la ley 734 de 2002, define la falta disciplinaria, en los siguientes términos: 

“Artículo 196. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas gravísimas las contempladas en este Código”.

La Corte Constitucional en sentencia C-028 de 2006, define la potestad disciplinaria como “la facultad para corregir las faltas o deficiencias provenientes de la actividad de los servidores públicos, se torna en una prerrogativa tendiente a proteger al ciudadano de eventuales arbitrariedades por incumplimiento de las directrices fijadas en la ley, con ella se evita que quienes prestan funciones públicas lo hagan de manera negligente y contraria al servicio, desconociendo el interés general que debe orientar las actuaciones estatales…”.-

Resulta en consecuencia imperioso analizar si en su actuar funcional, el doctor VÍCTOR FLOVER ORTÍZ MONGUÍ, en su condición de Juez 1º Penal del Circuito de Cali, incurrió en las faltas endilgadas y le mereció la sanción impuesta en la sentencia.

Aclarado lo manifestado respecto  del concurso aparente de faltas, tenemos que al imputado también se le disciplinó por la falta contemplada en el numeral 15 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, que es del siguiente tenor: 

“Artículo 153.  DEBERES. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes: 

(...).

2. Desempeñar con honorabilidad, solicitud, celeridad, eficiencia, moralidad, lealtad e imparcialidad las funciones de su cargo” 

De conformidad con lo precedente y del material probatorio allegado al dossier, se tiene que ninguna duda ofrece la materialidad de la falta endilgada al disciplinable, en cuanto no profirió dentro del término establecido para el asunto a su cargo la actuación correspondiente, como era la fijación pronta de fecha para la audiencia de juzgamiento, pues téngase en cuenta que se tardó más de 5 años en celebrar el primer acto procesal de los antes mencionados.

Para llegar a la conclusión anterior, no se requería de mayor análisis, sino que bastó con observar la prueba documental allegada de lo actuado en el proceso  Penal, para deducir sin ninguna duda, que el Funcionario investigado no obró con prontitud, celeridad, eficiencia y eficacia en desplegar la actuación procesal que le correspondía en el tiempo contemplado para ello.

En sentencia C-713 de 2008 la Corte Constitucional, en punto al tema de la prontitud y eficacia de la administración de justicia, dijo:

“Las condiciones de celeridad, prontitud y eficacia de la administración de justicia, para todos los procesos que se sometan a su consideración, se fortalecen con la consagración, como causal de mala conducta, de la violación injustificada de los términos procesales, sin perjuicio de las acciones penales a que haya lugar. Medida igualmente aplicable a quienes son titulares de la función disciplinaria, que resulta plenamente justificada y conforme a la Constitución en razón de los derechos fundamentales que se encuentran involucrados. Esta circunstancia hace constitucionalmente legítimo que quienes tienen a cargo dicho ejercicio, asuman el compromiso de resolver los asuntos de naturaleza disciplinaria en forma igualmente pronta, cumplida y eficaz.

Con todo, debe advertirse que la sanción al funcionario judicial que por alguna razón esté incurso en mora en el cumplimiento de sus obligaciones procesales, es asunto que debe ser analizado con sumo cuidado. En efecto, ante una situación excepcional de esta índole, el encargado de evaluar la situación deberá valorar si el funcionario ha actuado en forma negligente o con grave menoscabo de sus deberes, o si, por el contrario, su tardanza se encuentra inmersa dentro de laguna de las causales de justificación tales como la fuerza mayor, el caso fortuito, la culpa del tercero o cualquier circunstancia objetiva y razonable que, bajo circunstancias excepcionales puedan configurar una causal eximente de responsabilidad”.

Lo anterior, por cuanto el proceso ingreso para conocimiento del Funcionario disciplinado, el 13 de agosto de 2002, y solo hasta el 10 de mayo de 2006, se realizó la audiencia pública; es decir, dejó transcurrir 3 años y 9 meses para poder celebrar la audiencia de juzgamiento, lo que a todas luces deja entrever un demora en el ejercicio de sus funciones, que causó perjuicios a las partes del proceso y a la administración de justicia. 

Ahora bien, no se puede tener como justificante de la mora, los argumentos que trae a colación el disciplinado, los cuales se refiere a que su tardanza es de 1 año, 10 meses y 1 día, a razón de que tuvo situaciones administrativas que le implicó ausentarse del país, como una comisión de estudios, así como el paro de la rama judicial, eventos éstos que si bien pudieron lograr en algún momento una justificación de su proceder, también lo es que el tiempo que estuvo el proceso a su cargo para tal acto procesal, es excesivo y trasgredió ampliamente los principios de celeridad y eficiencia consagrados en los artículos 4º y 5º de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, mismo que exige a los funcionarios judiciales, resolver con prontitud y en forma oportuna, los asuntos puestos baja su conocimiento.  

Igualmente no se observa del actuar del disciplinado, que éste haya por lo menos demostrado cabalmente la existencia de una voluntad, dirigida a garantizar la pronta y cumplida administración de justicia, por cuanto si bien tuvo momentos en los cuales por fuerza mayor se tuvo que apartar de sus funciones, también lo es que mientras estuvo fungiendo como tal y ejerciendo la labor judicial, el investigado no ofreció ninguna conducta diligente que permita verificar el pulso que le dio a la causa penal, pues la que finalmente cumplió con esa labor fue lal funcionario que lo entró a reemplazar mientras el querellante gozaba de la comisión de servicios. 

La mora en llevar a cabo la audiencia pública de juzgamiento, cuando para ello tenía solamente 5 días, vulnera dos de los principios más importantes de la administración de justicia: la celeridad y la eficiencia, sin que se encuentre debidamente justificado el actuar omisivo del inculpado. 

Los criterios de razonabilidad sirven a la tarea de confrontar si el servidor judicial implicado se enfrentó a una insuperable situación, capaz de conducir al quebrantamiento del deber de celeridad y eficacia en las actuaciones procesales o, en su defecto, para confirmar que tratándose de un escenario claramente resistible, era inexcusable su dilación indebida, amén de que, el caso no era tan voluminoso y ni siquiera necesita resolver de fondo, sino fijar una fecha pronta para llevar a cabo la audiencia y así permitir que el trámite procesal subsiguiente no sólo fuera pronto sino conforme a derecho, lo cual no se hizo, motivo por el cual esta Superioridad comparte la calificación de culpabilidad de la conducta a título de culpa grave interpuesta por el a-quo, más cuando si bien, el caso podría ser complejo, tal situación no acompasa con el tiempo que duró el expediente a cargo del funcionario investigado para fijar un fecha, pues tal circunstancia causó perjuicios a la partes intervinientes dentro de ese asunto. 

Por ultimo, no se observa una trasgresión al derecho a la igualdad, pues la situación fáctica que cobija al doctor Víctor Flover Ortíz con el del Doctor Orlando de Jesús Pérez Montoya, es totalmente distinta, para el caso que ahora demanda la atención de la Sala, pues es palmario que no existe la más mínima analogía entre las situaciones concretas en las cuales se encuentra cada uno de los anteriores funcionarios, más cuando el lapso de la mora entre el uno y el otro no tienen punto de comparación, ya que la demora enrostrada al aquí ahora investigado oscila de 4 años y la del doctor Pérez, absuelto en la sentencia de primer grado, era inferior a 1 año, por tanto, no puede considerarse dichos periodos como susceptibles de identidad cronológica; además los asuntos puestos a consideración de cada operador judicial era disímiles, ya que uno solamente tenía que fijar una fecha para audiencia y el otro tenía que proferir la decisión de fondo, lo que demandaba más cuidado y análisis.  

Finalmente, se colmaron los requisitos previstos en el artículo 142 del CDU para proferir sentencia sancionatoria, pues se tiene la certeza sobre la existencia objetiva de la falta y el grado subjetivo de responsabilidad con que actuó el  disciplinado, por lo tanto, se confirmara la trasgresión del deber descrito en el numeral 2º  del artículo 153 de la Ley 270 de 1996.

En mérito de lo expuesto, el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO.-  CONFIRMAR la sentencia proferida el 17 de enero de 2011 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, por medio del cual sancionó con suspensión en el ejercicio del cargo por un (1) mes al doctor VÍCTOR FLOVER ORTÍZ MONGUÍ en su calidad de Juez Primero Penal del Circuito de Cali, por haberlo hallado responsable de transgredir el deber descrito en el numeral 2º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, incurriendo a título de culpa grave.
SEGUNDO: NOTIFIQUESE esta decisión al disciplinable, informándole que contra ella no procede recurso alguno, conforme a lo dispuesto en los artículos 205 y 206 de la Ley 734 de 2002.


      NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

HENRY VILLARRAGA  OLIVEROS                      
Presidente

JOSÉ  OVIDIO CLAROS POLANCO                  JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ
                    Vicepresidente                                                            Magistrada

ANGELINO LIZCANO RIVERA                                MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

                     Magistrado                                                                    Magistrada

JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ          PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
                   Magistrado                                                                   Magistrado

                                                YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

                                                       Secretaria Judicial

� Integrada por las Magistradas Ruth Patricia Bonilla Vargas (Ponente) y Víctor Humberto Marmolejo Roldán.


� Fl. 163  cuaderno de 1ª instancia. 


� fl. 254
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